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RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De las actuaciones practicadas por la Agencia Española de Protección de Datos
y en consideración a los siguientes

HECHOS

PRIMERO: Con fecha 09/09/2018 tiene entrada en la Agencia Española de Protección
de Datos (AEPD) una reclamación de D. A.A.A. (en adelante, el reclamante) 

La reclamación se funda en el tratamiento que VODAFONE ESPAÑA, S.A.U, con
NIF A62186556 (en adelante, la reclamada) ha hecho de sus datos personales sin su
consentimiento pues su NIF, nombre y primer apellido aparecen vinculados al contrato
de  servicios  de  telecomunicaciones  que  una  asociación  política
(***PARTIDO.POLITICO.1) tiene suscrito con ella. 

El reclamante ha sido cliente de la reclamada hasta julio de 2018, fecha en la
que se dio de baja, por lo que ha tenido acceso a la plataforma “Mi Vodafone” y ha
verificado  que  existen  facturas  correspondientes  a  un  contrato  celebrado  entre  la
reclamada y la asociación mencionada en las que consta su NIF como el NIF del titular
del contrato, además de su nombre y primer apellido. 

Anexa  a  su  reclamación estos  documentos:  Copia  de su  DNI;  copia  de  tres
facturas  emitidas  por  la  reclamada  el  08/04/2018,  08/05/2018  y  08/06/2018,
pertenecientes  todas  ellas  a  la  cuenta  VODAFONE  367125867.  En  las  facturas
aparece como “Titular” del contrato “***PARTIDO.POLITICO.1 ***LOCALIDAD.1 Att.
A.A.A.”  y  como  NIF  del  titular  el  NIF  del  reclamante.  Copia  de  un  email  que  el
reclamante envía a  ac_gestionweb@vodafone.es el 09/08/2017 en el que comunica
que  “desde  febrero  hasta  este  mes,  aparecen  unas  facturas  de  la  línea
***TELEFONO.1 a nombre de una empresa (…) pero con mi NIF y mi nombre (….). Ni
yo he contratado esta línea con mi NIF, ni vivo en esa ciudad, ni tengo conocimiento
de esto” y exige que borren sus datos. 

SEGUNDO:  Tras  la  recepción  de  la  reclamación,  la  Subdirección  General  de
Inspección de Datos realizó las siguientes actuaciones:

En el marco del expediente de referencia E/7557/2018, en fecha 17/10/2018 se
dio traslado a la reclamada del escrito de reclamación y se solicitó una explicación
sobre las causas que a su juicio habían motivado la incidencia en la que aquélla se
funda. Esta petición se reiteró en escrito de fecha 22/11/2018 y se amplió el  plazo
otorgado para responder mediante escrito de la AEPD de fecha 03/12/2018.  

La respuesta de la reclamada tuvo entrada en el Registro de la AEPD en fecha
20/02/2019.  En  ella  confirma que  en  sus  sistemas “consta  un  alta  de  servicios  a
nombre de [***PARTIDO.POLITICO.1] con los datos del Sr. [reclamante]”  y que han
cancelado sus datos y los han desligado del contrato a nombre de la citada asociación.
Han remitido una carta al reclamante –de la que aportan copia- en la que le facilitan



esta información y le piden disculpas por las molestias que le hubieran podido causar. 

La  reclamada añade que han contactado telefónicamente con el  reclamante,
quien ha negado haber consentido tal contratación por lo que, dice,  “Probablemente
se trate de un fraude porque no hemos localizado ningún contrato ni  grabación y
parece ser que los servicios no tienen consumo”. 

Manifiesta  que  han “intentado  contactar  con  la  Delegación  de
***PARTIDO.POLITICO.1 en  ***LOCALIDAD.1 a través de los números que figuran
en internet como contacto y a través de los números que figuran en la ficha sin éxito,
con el fin de confirmar dicha contratación y asociarla a datos correctos”. “Al no haber
obtenido  respuesta,  hemos  procedido  en  el  mes  de  enero  a  dar  de  baja  dichos
servicios…”

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I
De acuerdo con los poderes que el artículo 58.2 del Reglamento (UE) 2016/679

del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016, relativo a la protección
de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la
libre circulación de estos datos (RGPD), de plena aplicación desde el 25 de mayo de
2018, reconoce a cada autoridad de control y de conformidad con lo establecido en el
artículo 47 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos
Personales y Garantía de los Derechos Digitales (LOPDGDD), es competente para
resolver esta reclamación la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos.

 
II

A tenor de lo dispuesto en el artículo 55 del RGPD, la AEPD es competente para
desempeñar las funciones que le asigna en su artículo 57, entre ellas, la de hacer
aplicar  el  Reglamento  y  promover  la  sensibilización  de  los  responsables  y  los
encargados del tratamiento acerca de las obligaciones que les incumben y la de tratar
las reclamaciones presentadas por un interesado e investigar el motivo de aquéllas.

Asimismo, el artículo 31 del RGPD impone a los responsables y encargados del
tratamiento la obligación de cooperar con la autoridad de control que lo solicite en el
desempeño  de  sus  funciones.  Para  el  caso  de  que  éstos  hayan  designado  un
delegado de protección de datos, el artículo 39 del RGPD le atribuye la función de
cooperar con dicha autoridad. 

El artículo 65 de la LOPDGDD, contempla un mecanismo “previo a la admisión a
trámite”  de las reclamaciones que se formulen ante la  AEPD,  que consiste en dar
traslado de dichas reclamaciones a los Delegados de Protección de Datos designados
por los responsables o encargados del tratamiento, o a éstos cuando no los hubieren
designado, para que procedan a su análisis y den respuesta en el plazo de un mes.

El  citado  precepto,  bajo  el  título  “Admisión  a  trámite  de  las  reclamaciones”,
dispone lo siguiente:

“1. Cuando se presentase ante la Agencia Española de Protección de Datos una
reclamación, esta deberá evaluar su admisibilidad a trámite, de conformidad con las
previsiones de este artículo.

2. La Agencia Española de Protección de Datos inadmitirá las reclamaciones
presentadas cuando no versen sobre cuestiones de protección de datos personales,
carezcan  manifiestamente  de  fundamento,  sean  abusivas  o  no  aporten  indicios



racionales de la existencia de una infracción.

3. Igualmente, la Agencia Española de Protección de Datos podrá inadmitir la
reclamación cuando el responsable o encargado del tratamiento, previa advertencia
formulada  por  la  Agencia  Española  de  Protección  de Datos  hubiera  adoptado  las
medidas  correctivas  encaminadas  a  poner  fin  al  posible  incumplimiento  de  la
legislación de protección de datos y concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a)  Que  no  se  haya  causado  perjuicio  al  afectado  en  el  caso  de  las  infracciones
previstas en el artículo 74 de esta ley orgánica.

b) Que el derecho del afectado quede plenamente garantizado mediante la aplicación
de las medidas.

4. Antes de resolver sobre la admisión a trámite de la reclamación, la Agencia
Española de Protección de Datos podrá remitir la misma al delegado de protección de
datos que hubiera, en su caso, designado el responsable o encargado del tratamiento
o  al  organismo  de  supervisión  establecido  para  la  aplicación  de  los  códigos  de
conducta a los efectos previstos en los artículos 37 y 38.2 de esta ley orgánica.

La  Agencia  Española  de  Protección  de  Datos  podrá  igualmente  remitir  la
reclamación  al  responsable  o  encargado  del  tratamiento  cuando  no  se  hubiera
designado un delegado de protección de datos ni estuviera adherido a mecanismos de
resolución extrajudicial de conflictos, en cuyo caso el responsable o encargado deberá
dar respuesta a la reclamación en el plazo de un mes.

5.  La  decisión  sobre  la  admisión  o  inadmisión  a  trámite,  así  como  la  que
determine, en su caso, la remisión de la reclamación a la autoridad de control principal
que se estime competente deberá notificarse al reclamante en el plazo de tres meses.
Si  transcurrido  este  plazo  no  se  produjera  dicha  notificación,  se  entenderá  que
prosigue la tramitación de la reclamación con arreglo a lo dispuesto en este Título a
partir de la fecha en que se cumpliesen tres meses desde que la reclamación tuvo
entrada en la Agencia Española de Protección de Datos”.

III

De conformidad con el precepto transcrito, con carácter previo a la admisión a
trámite de la reclamación que nos ocupa, se dio traslado de ella a la reclamada para
que procediese a su análisis y respondiera al reclamante y a esta Agencia. Asimismo,
se solicitó a la reclamada una copia de la comunicación que remitiera al reclamante;
un informe sobre las causas que motivaron la incidencia producida y el detalle de las
medidas adoptadas para evitar situaciones similares.

Paralelamente, se acusó recibo de la reclamación presentada por el reclamante
y se le informó de su traslado a la reclamada y del requerimiento efectuado para que
informase  a  esta  Agencia  de  las  acciones  llevadas  a  cabo  a  fin  de  adecuar  su
actuación a la normativa de protección de datos.

Si bien la respuesta de la reclamada tuvo entrada en el Registro de esta Agencia
con posterioridad a la fecha del acuerdo de admisión a trámite, analizada la respuesta,
en  la  que  manifiesta  que  ha  procedido  a  cancelar  los  datos  del  reclamante  y  a
desvincularlos del  contrato existente a nombre de una asociación política.;  que ha
procedido a dar de baja este contrato después de haber intentado infructuosamente
contactar  con  la  asociación  que  constaba  como  contratante,  con  objeto  de  que



confirmara la realidad de la contratación, y que ha dirigido una carta al reclamante
-cuya copia aporta- en la que le informa de estos extremos y le pide disculpas por los
perjuicios  que  pudiera  haberle  ocasionado,  se  estima  procedente,  al  amparo  del
artículo  65  LOPDGDD,  acordar  el  archivo  de  las  presentes  actuaciones  al
considerarse resuelta la misma.

Todo ello  sin  perjuicio de las posibles actuaciones que esta  Agencia  pudiera
llevar a cabo ante el responsable del tratamiento en caso de que se produzca una
reiteración en la conducta puesta de manifiesto en la presente reclamación o no se
apliquen de manera efectiva medidas apropiadas para garantizar un nivel adecuado de
seguridad que no comprometa la confidencialidad integridad y disponibilidad de los
datos  de  carácter  personal,  al  no  considerarse  necesario  por  la  entidad  adoptar
medidas  adicionales  al  no  haber  causado  incidencia  alguna,  y  evitar  situaciones
futuras similares. Si así ocurriera, esta Agencia acordará la realización de la oportuna
investigación sobre los tratamientos de datos personales y los procesos de gestión
que aplica  en  materia  de  protección de  datos  de carácter  personal,  así  como las
posibles actuaciones correctivas que procedieran.

Por  lo  tanto,  de  acuerdo  con  lo  señalado,  por  la  Directora  de  la  Agencia
Española de Protección de Datos,

SE ACUERDA:

1 PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

2 NOTIFICAR la presente resolución a VODAFONE ESPAÑA, S.A.U., con NIF
A62186556 y a D. A.A.A. 

Contra  esta  resolución,  que  pone  fin  a  la  vía  administrativa  según  lo
preceptuado por el art. 114.1.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  y  de  conformidad  con  lo
establecido en los arts.  112 y 123 de la citada Ley 39/2015,  de 1 de octubre,  los
interesados  podrán  interponer,  potestativamente,  recurso  de  reposición  ante  la
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos en el plazo de un mes a
contar  desde  el  día  siguiente  a  la  notificación  de  esta  resolución  o  directamente
recurso contencioso administrativo ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la
Audiencia Nacional, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 25 y en el apartado 5 de
la disposición adicional  cuarta de la Ley 29/1998,  de 13 de julio,  reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el plazo de dos meses a contar desde el
día siguiente a la notificación de este acto, según lo previsto en el artículo 46.1 de la
referida Ley.

Mar España Martí
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos 


